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I.   INTRODUCCIÓN 
 
El Secretariado de la Comisión para la Cooperación Ambiental (el “Secretariado”) puede 
examinar peticiones de cualquier persona u organización sin vinculación gubernamental que 
asevere que una Parte signataria del Acuerdo de Cooperación Ambiental de América del Norte 
(el “ACAAN" o “Acuerdo”) está incurriendo en omisiones en la aplicación efectiva de su 
legislación ambiental, si el Secretariado juzga que la petición cumple con los requisitos 
señalados en el artículo 14(1) del ACAAN. Si la petición lo amerita, considerando los criterios 
del artículo 14(2), el Secretariado puede solicitar a esa Parte que proporcione una respuesta a la 
petición.  
 
El 15 de agosto de 2003, la Academia Sonorense de Derechos Humanos, A.C. y el Lic. 
Domingo Gutiérrez Mendivil (los “Peticionarios”), presentaron al Secretariado una petición de 
conformidad con los artículos 14 y 15 del ACAAN. Los Peticionarios aseveran que el gobierno 
de México está incurriendo en omisiones en la aplicación efectiva de su legislación ambiental 
respecto de presuntas irregularidades en la  construcción y operación del confinamiento de 
residuos peligrosos conocido como Cytrar, y respecto al negado acceso a los Peticionarios a la 
información relacionada con esas presuntas irregularidades. Esta es la tercera petición 
presentada respecto de este asunto. Las primeras dos peticiones pueden consultarse bajo los 
números de identificación SEM-98-005 y SEM-01-001. 
 
El trámite de la petición SEM-01-001 concluyó con la Resolución de Consejo 02-13 del 10 de 
diciembre de 2002, la cual registró el voto unánime del Consejo contra la elaboración de un 
expediente de hechos. La Resolución destacó que México había informado al Secretariado que 
el asunto de la petición era objeto de un procedimiento pendiente de solución de controversias 
en el Centro Internaciona l de Arreglo de Diferencias Relativas a la Inversión (“el CIADRI”).  
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En su carta de presentación para la nueva petición, SEM-03-006, el Peticionario Domingo 
Gutiérrez Mendívil mencionó que “en atención a que ha dejado de existir la razón por la que no 
fue posible continuar con el trámite de la anterior petición que se identificó como Cytrar II, 
estoy planteando de nueva cuenta dicha solicitud en los mismos términos, al permanecer la 
situación esencialmente igual. En esa virtud, los documentos de prueba de esta petición vienen 
a ser los que ya se remitieron previamente, sin perjuicio de enviar mas adelante otras 
constancias adicionales sobre el particular.” La petición SEM-03-006 es idéntica a la petición 
SEM-01-001. Por consiguiente - y tomando en cuenta que, al responder a la petición SEM-01-
001, la Parte sólo proporcionó información respecto del procedimiento en el CIADRI, sin 
responder a lo aseverado en la petición - el texto de esta determinación es igual al que se 
encuentra en la Determinación del Secretariado en conformidad con los artículos 14(1) y (2) 
del ACAAN del 24 de abril de 2001. 
 
El Secretariado determina que esta petición satisface los requisitos del artículo 14(1) del 
Acuerdo, y que amerita solicitar una respuesta a la Parte mexicana conforme al artículo 14(2), 
por las razones que se expresan en esta Determinación. 
 
 
II.   RESUMEN DE LA PETICIÓN 
 
Los Peticionarios aseveran que México ha omitido aplicar de manera efectiva su legislación 
ambiental en relación con el confinamiento de residuos peligrosos conocido como Cytrar, 
ubicado en la proximidad de la ciudad de Hermosillo, en el estado de Sonora, México, y con el 
derecho a la información ambiental relacionada con ese confinamiento. El confinamiento ya no 
está operando, debido a que en 1998 la autoridad ambiental negó a Cytrar, S.A. de C.V. la 
renovación de su autorización de operación. La petición asevera que México ha incurrido en 
omisiones en la aplicación efectiva del artículo 7 de la Ley Federal de Protección al Ambiente 
de 1982 (LPFA)1, de los artículos 28, 29, 32, 153 y 159 bis 3 de la Ley General del Equilibrio 
Ecológico y la Protección al Ambiente (en adelante, LGEEPA), del artículo 7 del Reglamento de 
la LGEEPA en Materia de Residuos Peligrosos (en adelante, RRP), del artículo 415 del Código 
Penal Federal (en adelante, CPF), y de la Norma Oficial Mexicana NOM-057-ECOL-1993 Que 
establece los requisitos que deben observarse en el diseño, construcción y operación de 
celdas de un confinamiento controlado de residuos peligrosos (en adelante, NOM-057).2 
  

                                                                 
1 La LFPA estuvo en vigor hasta 1988. La LGEEPA que la sustituyó conserva disposiciones en materia de impacto 

ambiental equivalentes en lo esencial (artículos 28 al 30). En adelante se hace referencia sólo a las disposiciones 
vigentes. 

 
2 Así como de la anterior Norma Técnica Ecológica NTE-CRP-010/88, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación  (en adelante, “DOF”), el 14 de diciembre de 1988 y la Norma Oficial Mexicana NOM-PA-CRP-
006/93, la cual quedó con la nomenclatura NOM-057-ECOL-1993 en virtud del Acuerdo publicado el 22 de 
octubre de 1993, la cual fue cambia a NOM-057-SEMARNAT-1993 en virtud del Acuerdo publicado en el DOF el 
23 de abril de 2003. 

 



A14/SEM/03-006/07/14(1)(2) 
DISTRIBUCIÓN:   General 

ORIGINAL:   Español 
 
 

 3 

La petición plantea cinco aseveraciones que se describen separadamente a continuación, si 
bien la relación entre todas ellas es importante para la consideración de esta petición.  La 
primera aseveración de la petición se refiere a la falta de autorización en materia de impacto 
ambiental del confinamiento. Los Peticionarios aseveran que la Parte mexicana omitió 
aplicar de manera efectiva los artículos 28, 29 y 32 de la LGEEPA, respecto del 
confinamiento de residuos peligrosos ahora conocido como Cytrar, al no requerir una 
manifestación de impacto ambiental previamente a la realización de las obras y actividades 
del confinamiento y al permitir su operación a los subsecuentes responsables sin que 
contaran con autorización en esa materia. Afirman que la evaluación de impacto ambiental 
era exigible al confinamiento desde el inicio, porque el requisito en la LFPA data de 1982, 
además de que sería exigible de manera retroactiva, al tratarse de una disposición de orden 
público e interés social.3 
 
La segunda aseveración de los Peticionarios es que la autoridad ambiental omitió aplicar de 
manera efectiva los artículos 153 de la LGEEPA y 7 del RRP que prohiben la importación de 
residuos peligrosos para su disposición final en territorio nacional y exigen la repatriación de 
los residuos peligrosos generados bajo el régimen de importación temporal. Esta afirmación 
se basa en el hecho de que en 1997 el confinamiento Cytrar recibió tierras contaminadas y 
otros residuos peligrosos abandonados por la empresa Alco Pacífico, S.A. de C.V. para su 
disposición final. Según la petición, la fundidora de plomo Alco Pacífico abandonó tierras 
contaminadas y residuos peligrosos importados ilegalmente desde Estados Unidos y residuos 
generados a partir de materia prima introducida al país bajo el régimen de importación 
temporal, que debían haberse retornado al país de origen. Esa empresa operaba bajo el 
régimen de maquila en el Florido, Tijuana, BC. y  fue clausurada por la autoridad ambiental 
en abril de 1991. Según la petición y la información que la acompaña, la autoridad ambiental 
gestionó la disposición final de esos residuos en Cytrar, para lo cual recibió 2 millones de 
dólares estadounidenses asignados por el Juez del Condado de Los Angeles, California, E.E. 
U.U. A.A.  Al parecer, dicha suma fue una parte de la multa impuesta por el mismo juez a la 
compañía transportista S.R.S./Quemetco en virtud del transporte ilegal de residuos peligrosos 
al sitio de Alco Pacífico. Esta aseveración se entiende en el sentido de que México está 
omitiendo sancionar la supuesta violación a los artículos 153 de la LGEEPA y 7 del RRP, 
que se cometió presuntamente al depositar los residuos peligrosos en Cytrar para su 
disposición final, siendo que según los Peticionarios, dichos residuos peligrosos deben 
repatriarse.4 
 
La tercera aseveración de la petición es que el confinamiento de residuos peligrosos no observó 
las especificaciones de la NOM-057 respecto de la construcción de sus celdas y que la Parte 
mexicana no ha sancionado esta supuesta violación de su legislación ambiental. Según las 
autorizaciones concedidas por el Instituto Nacional de Ecología a Cytrar, en 1996 el 
confinamiento contaba con una celda con capacidad de 16,200 m3, y contaba con una nueva 

                                                                 
3 Véanse las páginas 3, 9 a 12 y los anexos 10 y 19 de la petición. 
 
4 Véanse las páginas 3 a 6, 12 y 13, y los anexos 15 y 37 a 39 de la petición. 
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celda con capacidad para 110,000 m3  en 1997.5   En apoyo a la afirmación de que se han 
incumplido estas especificaciones, la petición incluye un extracto de una manifestación de 
impacto ambiental presentada por Cytrar en 1994, que describe el diseño de las celdas.6  Los 
Peticionarios afirman que “… los muros de contención de las celdas del confinamiento 
CYTRAR no cuentan con la capa de suelo cemento que se menciona en [la manifestación de 
impacto ambiental] y en algunas áreas al parecer tampoco existe la capa de arena de 30 cm. De 
ahí que los materiales que se utilizaron como alternativa al muro de 60 cm de concreto que exige 
en su párrafo 5.1.5 la Norma Oficial Mexicana NOM-CRP-006-ECOL/1993, ni remotamente 
tienen una  resistencia de 240 Kg/cm2.”7 
 
La cuarta aseveración de la petición es que la Parte ha omitido aplicar de manera efectiva el 
artículo 415 del CPF al no ejercer acción penal tras la denuncia de hechos que el Peticionario 
presentó el 8 de diciembre de 1997 y que amplió el 3 de diciembre de 1998. La fracción 
primera del artículo 415 del CPF dispone  una pena de tres meses a seis años de prisión y de mil 
a veinte mil días de multa, a quien sin autorización de la autoridad federal competente o 
contraviniendo los términos en que haya sido concedida, realice cualquier actividad con 
materiales o residuos peligrosos que ocasionen o puedan ocasionar daños a la salud pública, a los 
recursos naturales, la fauna, la flora o a los ecosistemas. La denuncia que presentaron los 
Peticionarios se refiere a los hechos que son objeto de las tres aseveracione s que se 
resumieron en los párrafos precedentes. Esto es, a la presunta operación del confinamiento 
sin que haya mediado autorización en materia de impacto ambiental, a la supuesta 
disposición final ilegal de residuos peligrosos que debieron repatriarse y al presunto 
incumplimiento de las especificaciones sobre construcción de las celdas.8 
 
Por último, la petición asevera que al negarse a proporcionar diversa información ambiental 
relacionada con Cytrar a los Peticionarios, la Parte mexicana ha violado el derecho a la 
información ambiental contemplado en el artículo 159 Bis 3 de la LGEEPA. Se anexa a la 
petición una solicitud de información escrita que se refirió principalmente a la naturaleza y 
origen de los residuos depositados en el confinamiento Cytrar.  La respuesta mediante la cual 
la autoridad ambiental negó la entrega de dicha información fue declarada por la justicia 
federal como violatoria de la garantía de legalidad regulada en los artículos 14 y 16 
constitucionales, por falta de motivación. 9 Los Peticionarios indican que a pesar del amparo 
de la justicia federal, la información solicitada aún no se ha proporcionado y que por ello la 
Parte está incurriendo en una omisión en la aplicación efectiva de su legislación ambiental. 

                                                                 
 
5 Véanse los anexos 3 y 4 de la petición. 
 
6 Misma que la autoridad ambiental no aprobó, según afirman los Peticionarios. 
 
7 Véase las páginas 6, 7 y 12 y el anexo 19 de la petición.  
 
8 Véanse las páginas  6, 14 y 15 y los anexos 8 y 15 de la petición. 
 
9 Véase el anexo 32 de la petición. 
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Por otra parte, la petición afirma que el Secretariado está facultado para elaborar un informe 
sobre el caso Cytrar según el artículo 13 del ACAAN, por referirse a un asunto relacionado con 
las funciones de cooperación del Acuerdo.  
 
 
III. ANÁLISIS DE LA PETICIÓN CONFORME A LOS ARTÍCULOS 14(1) Y 14(2) DEL 

ACAAN 
 
 Artículo 14(1) del ACAAN 
 
El artículo 14(1) del Acuerdo establece que: 
 

El Secretariado podrá examinar peticiones de cualquier persona u organización sin 
vinculación gubernamental que asevere que una Parte está incurriendo en omisiones en la 
aplicación efectiva de su legislación ambiental, si el Secretariado juzga que la petición: 
 

(a) se presenta por escrito en un idioma designado por esa Parte en una 
notificación al Secretariado; 

 
(b) identifica claramente a la persona u organización que presenta la petición; 

 
(c) proporciona información suficiente que permita al Secretariado revisarla, e 

incluyendo las pruebas documentales que puedan sustentarla; 
 

(d) parece encaminada a promover la aplicación de la ley y no a hostigar una 
industria; 

 
(e) señala que el asunto ha sido comunicado por escrito a las autoridades 

pertinentes de la Parte y, si la hay, la respuesta de la Parte; y 
 

(f) la presenta una persona u organización que reside o está establecida en 
territorio de una Parte. 

 
 
Si bien el artículo 14(1) no pretende colocar una gran carga sobre los peticionarios, sí se 
requiere en esta etapa cierta revisión inicial.10 Con tal perspectiva en mente el Secretariado 
determina que la petición sí satisface los requisitos de ese artículo y explica a continuación 
las razones de esta determinación. 
 

                                                                 
10 Véanse en este sentido, e. g., SEM-97-005 (Biodiversidad), Determinación conforme al artículo 14(1) (26 de 

mayo de 1998) y SEM -98-003 (Grandes Lagos), Determinación conforme a los artículos 14(1) y (2) (8 de 
septiembre de 1999). 
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Los artículos 28, 29, 32, 153 y 159 bis 3 de la LGEEPA, 415 del CPF y la NOM-057 que 
invoca la petición satisfacen la definición de “legislación ambiental” contenida en el artículo 
45(2) del ACAAN, que se refiere al propósito principal de tales disposiciones.11  De la 
simple lectura de dichos artículos se desprende claramente que son disposiciones cuyo 
propósito principal coincide con “… la protección del medio ambiente, o la prevención de un 
peligro contra la vida o la salud humana, a través de […] el control de químicos, sustancias, 
materiales o desechos peligrosos o tóxicos, y la diseminación de información relacionada con 
ello…”.12  
 
La expresión “está incurriendo” en el artículo 14(1) impone una consideración temporal respecto 
de las aseveraciones de una petición. 13 Esta consideración se satisface si la Parte correspondiente 
                                                                 
11 El artículo 45(2) del ACAAN establece: 

Para los efectos del Artículo 14(1) y la Quinta Parte: 
 (a) "legislación ambiental" significa cualquier ley o reglamento de una Parte, o sus disposiciones, 

cuyo propósito principal sea la protección del medio ambiente, o la prevención de un peligro 
contra la vida o la salud humana, a través de: 

  (i) la prevención, el abatimiento o el control de una fuga, descarga, o emisión de 
contaminantes ambientales, 

  (ii) el control de químicos, sustancias, materiales o desechos peligrosos o tóxicos, y la 
diseminación de información relacionada con ello; o 

  (iii) la protección de la flora y fauna silvestres, incluso especies en peligro de extinción, su 
hábitat, y las áreas naturales protegidas en territorio de la Parte, pero no incluye cualquier 
ley o reglamento, ni sus disposiciones, directamente relacionados con la seguridad e 
higiene del trabajador. 

 (b) Para mayor certidumbre, el término "legislación ambiental" no incluye ninguna ley ni 
reglamento, ni sus disposiciones, cuyo propósito principal sea la administración de la recolección, 
extracción o explotación de recursos naturales con fines comerciales, ni la recolección o 
extracción de recursos naturales con propósitos de subsistencia o por poblaciones indígenas. 

(c) El propósito principal de una disposición legislativa o reglamentaria en particular, para efectos de 
los incisos (a) y (b) se determinará por su propósito principal y no por el de la ley o del reglamento 
del que forma parte.  

Véanse en este sentido, e. g., SEM -97-005 (Biodiversidad), Determinación conforme al artículo 14(1) (26 de 
mayo de 1998), SEM-98-001 (Guadalajara), Determinación conforme al artículo 14(1) (13 de septiembre de 
1999) y SEM-98-002 (Ortiz Martínez), Determinación conforme al artículo 14(1) (18 de marzo de 1999). 

 
12 De modo ilustrativo, se transcribe una de las disposiciones referidas:  

LGEEPA, Artículo 153.- La importación o exportación de materiales o residuos peligrosos se sujetará a las 
restricciones que establezca el Ejecutivo Federal, de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Comercio 
Exterior. En todo caso deberán observarse las siguientes disposiciones: 

… III.- No podrá autorizarse la importación de materiales o residuos peligrosos cuyo único objeto sea su 
disposición final o simple depósito, almacenamiento o confinamiento en el territorio nacional o en las 
zonas donde la nación ejerce su soberanía y jurisdicción, o cuando su uso o fabricación no esté permitido 
en el país en que se hubiere elaborado; … 
…VI.- Los materiales y residuos peligrosos generados en los procesos de producción, transformación, 
elaboración o reparación en los que se haya utilizado materia prima introducida al país bajo el régimen de 
importación temporal, inclusive los regulados en el artículo 85 de la Ley Aduanera, deberán ser retornados 
al país de procedencia dentro del plazo que para tal efecto determine la Secretaría;… 

 
13 Véase en este sentido, e. g., SEM -97-004 (Canadian Env. Defence Fund), Determinación conforme al artículo 

14(1) (27 de agosto de 1997). 
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puede tomar medidas de aplicación de su legislación ambiental respecto de los asuntos materia 
de la petición  y está omitiendo hacerlo, si bien los hechos a los que sea aplicable dicha 
legislación ambiental pueden ser hechos pasados.14 Aunque los Peticionarios plantean sus 
aseveraciones en términos de que México “ha incurrido” en  omisiones respecto del 
confinamiento Cytrar, que ya no está operando, las supuestas omisiones en las que la Parte “ha 
incurrido”, sí corresponden a posibles acciones de aplicación que la autoridad competente 
pudiera llevar a cabo, es decir, a omisiones en que la Parte supuestamente “está incurriendo”.  
 
De la información contenida en la petición se desprende que las facultades para imponer 
sanciones administrativas no habían prescrito al momento de presentarse la petición en febrero 
de 2001,15 suponiendo que las presuntas violaciones administrativas sucedieron: hasta noviembre 
de 1998 cuando parece haber cesado la operación presuntamente ilícita del confinamiento por 
falta de autorización de impacto ambiental16; en 1997 cuando supuestamente se iniciaron los 
envíos de Alco Pacífico a Cytrar17; y entre 1996 y 1997 cuando parece haberse construido la 
última celda.18  Por otra parte, en cuanto a la presunta omisión en la aplicación del artículo 415 
del CPF, a partir de los hechos descritos en la petición parece que las actuaciones realizadas por 
las autoridades han interrumpido la prescripción de la acción penal, y  por lo tanto, la 
aseveración sí se refiere a una supuesta omisión en que la Parte “está incurriendo”. 19  Por último, 
dado que al momento de presentarse la petición la Parte no había proporcionado la información 
solicitada a los Peticionarios, la supuesta omisión en la aplicación del artículo 159 bis 3 de la 
LGEEPA continuaba en ese momento, y esta aseveración satisface también la consideración 
temporal del artículo 14(1).  
 
En vista de todo lo anterior, no obstante que el confinamiento se encuentre cerrado y que la 
petición se refiera a actos consumados, la petición cumple con esta consideración temporal del 
artículo 14(1). Las aseveraciones se entienden en el sentido de que México está incurriendo 
en omisiones en la aplicación efectiva de su legislación ambiental al no sancionar que la 
empresa Cytrar, S.A. de C.V. haya operado el confinamiento sin contar con autorización en 

                                                                                                                                                                                                                 
 
14 Véase en este sentido, e. g., SEM-96-001 (Cozumel), Recomendación conforme al artículo 15(1) (7 de junio de 

1997).  
 
15 Véase el artículo 79 de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo , que dispone que la facultad para imponer 

sanciones administrativas prescribe en cinco años, contados a partir del día en que se cometió la falta o infracción, 
si fueren consumadas, o desde que cesó si fuere continua. 

 
16 Véase el anexo 4 de la petición, del que se desprende que la autorización de operación concedida a Cytrar por un 

año, expiró el 19 de noviembre de 1998. 
 
17 Véase el anexo 39 de la petición. 
 
18 Véase el punto 1.1 de los anexos 3 y 4 de la petición. 
 
19 Véase el anexo 9 de la petición y el artículo 110 del CPF, que dispone que las actuaciones que se practiquen en 

averiguación del delito interrumpen la prescripción de las acción. 
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materia de impacto ambiental, que supuestamente haya construido sus celdas sin observar las 
especificaciones de la NOM-057, que presuntamente haya recibido para su disposición final 
residuos peligrosos cuya importación está prohibida y que debieron repatriarse, conforme al 
artículo 153 de la LGEEPA, y al no proporcionar información en presunta violación al 
artículo 159 bis 3 de la LGEEPA. 
 
La petición también satisface los seis requisitos listados en el artículo 14(1). La petición se 
presentó por escrito en español, que es el idioma designado por la Parte mexicana.20  Los 
Peticionarios se identificaron como la Academia Sonorense de Derechos Humanos, A.C. y 
Domingo Gutiérrez Mendívil. La primera es una organización sin vinculación gubernamental 
y el segundo un particular, vinculado a esa organización, ambos con residencia en 
Hermosillo, Sonora, México.21  
 
La petición contiene información suficiente, que permitió al Secretariado revisarla. La 
petición incluye información sobre los antecedentes del confinamiento y sobre las acciones 
de la autoridad ambiental respecto del confinamiento (incluyendo copia de las autorizaciones 
otorgadas para su operación y de algunas notas sobre los residuos abandonados por la antigua 
fundidora Alco Pacífico y su traslado a Cytrar). Asimismo, la petición describe y documenta 
los esfuerzos de los Peticionarios por obtener de la autoridad ambiental mayor información 
relacionada con el cumplimiento de la legislación ambiental en la operación del 
confinamiento.22  
 
Si bien respecto de algunos puntos tomados por separado la información de apoyo no es 
concluyente, en conjunto la información proporcionada en la petición es suficiente para que 
el Secretariado la revise. Los Peticionarios como particulares no gozan de facultades de 
verificación y pueden estar limitados por razones técnicas y económicas para obtener 
información de fuentes externas a la autoridad ambiental. Los Peticionarios indican que la 
autoridad  les ha negado mayor información. Afirman que han solicitado que se verifique el 
cumplimiento de las especificaciones de construcción, y que la autoridad se ha negado a 
hacerlo.23 También señalan que se les ha negado información sobre la naturaleza y origen de 
                                                                 
20 Véanse el artículo 14(1)(a) del ACAAN y el apartado 3.2 de las Directrices. 
 
21 Véanse los artículos 14(1)(b) y (f) y 45(1) del ACAAN y los anexos 44 y 45 de la petición. 
 
22 Véase el artículo 14(1)(c) del ACAAN. Posteriormente a la presentación de la petición, otros interesados 

enviaron al Secretariado información relacionada con el asunto materia de la petición. El Secretariado 
mantendrá dicha información en el archivo para su consideración en el caso de que se llegue a elaborar un 
expediente de hechos y hasta ese momento. 

 
23 La petición señala que, no obstante la negativa de realizar la verificación de las celdas, la autoridad 

ambiental anunció en julio de 1998 que se realizaría una auditoría ambiental para garantizar que se tomarían 
las medidas necesarias de prevención, o en su caso de remediación, antes de sellar las celdas del 
confinamiento. Los Peticionarios consideran que no hay intención de realizar dicha auditoría, ya que la 
autoridad ambiental anunció en febrero de 2001 que se fijó a la empresa un plazo de 45 días para sellar el 
confinamiento. 
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los residuos depositados en el confinamiento, y sobre el convenio por el que la Profepa y el 
Juez del Condado de Los Angeles determinaron disponer en Cytrar de los residuos 
abandonados por Alco Pacífico.24  Considerando todo lo anterior, se estima que la 
información proporcionada en la petición es suficiente para satisfacer el requisito conforme 
al artículo 14(1)(c) del ACAAN.  
 
La petición no parece encaminada a hostigar una industria aunque las presuntas omisiones en 
la aplicación efectiva de la legislación ambiental se refieren en particular a la empresa 
Cytrar, S. A. de C.V., que fue la última empresa responsable del confinamiento a que se 
refiere la petición. La petición parece encaminada, antes bien, a promover la aplicación de la 
legislación ambiental, porque se centra en la aplicación por la autoridad ambiental de 
diversas disposiciones sobre disposición final de residuos peligrosos respecto del 
confinamiento y en la falta de acceso que se ha dado a los Peticionarios a la información 
ambiental relativa al posible incumplimiento de algunas obligaciones ambientales del 
confinamiento. No parece que los Peticionarios hayan sido competidores de dicha empresa, 
ni en el momento en que se presentó la petición, ni cuando dicha empresa estaba aún 
operando. La petición no es intrascendente, ya que la disposición adecuada de residuos 
peligrosos es una materia de importancia indiscutible, que representa además un problema 
reconocido ampliamente en México.25  
 
La petición incluye copias de múltiples comunicaciones por escrito enviadas a la autoridad 
ambiental, mediante las cuales los Peticionarios han comunicado el asunto materia de la 
petición a las autoridades pertinentes de la Parte mexicana (en particular, al Ministerio 
Público Federal mediante la denuncia penal de diciembre de 1997, ampliada en diciembre de 
1998; y a la Profepa mediante la denuncia popular de  marzo de 1998), así como las 
respuestas que aquéllos recibieron, además de otros documentos que muestran que las 
autoridades están al tanto de dicho asunto.26 
 
Habiendo estimado cumplidos los requisitos del artículo 14(1) respecto de esta petición por 
las razones arriba expuestas, el Secretariado pasa a la consideración de si la petición amerita 
solicitar una respuesta a la Parte interesada. 
 
 
Artículo 14(2) del ACAAN 
 
Para determinar si la petición amerita una respuesta de la Parte, el Secretariado debe guiarse por 
las consideraciones que establece el artículo 14(2). Dichas consideraciones son las siguientes: 
 

                                                                 
24 Véanse las páginas 6 a 8, y los anexos 20 a 23 de la petición. 
 
25 Véase el artículo 14(1)(d) del ACAAN, el apartado 5.4 de las Directrices. y el anexo 44 de la petición. 
 
26 Véanse el artículo 14(1)(e) del ACAAN y los anexos 13 a 15, 27 a 32 y 37 a 39 de la petición. 
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(a) si la petición alega daño a la persona u organización que la presenta; 
 

(b) si la petición, por sí sola o conjuntamente con otras, plantea asuntos cuyo ulterior 
estudio en este proceso contribuiría a la consecución de las metas de este Acuerdo; 

 
(c) si se ha acudido a los recursos al alcance de los particulares conforme a la legislación 

de la Parte; y 
 

(d) si la petición se basa exclusivamente en noticias de los medios de comunicación. 
 
 
Para hacer esta determinación, el Secretariado contempló lo siguiente. 
 
Los Peticionarios afirman que “resulta evidente el perjuicio que […] causa a todos los habitantes 
de Hermosillo, Sonora, la existencia del confinamiento de residuos peligrosos CYTRAR, que 
está contaminando el suelo y la atmósfera con desechos tóxicos expuestos al aire libre, y que 
inminentemente contaminará si es que se contaminaron ya [sic] los mantos freáticos que existen 
en el sitio”. De la información incluida en la petición no se desprende certeza sobre la existencia 
o no de daños relacionados con el confinamiento. Según la autoridad ambiental, ésta negó a 
Cytrar la renovación de su autorización de operación sin que el confinamiento hubiese alcanzado 
su capacidad instalada, no por haberse comprobado que existan daños o incumplimiento por 
parte de la empresa, sino en respuesta a las preocupaciones de la ciudadanía. Ahora bien, dichas 
preocupaciones parecen basarse tanto en la proximidad con la ciudad de Hermosillo de una 
actividad percibida como altamente peligrosa, como en la falta de información que pudiera 
cambiar dicha percepción. En particular, no parece haber información disponible a la ciudadanía 
sobre el cumplimiento (por parte de Cytrar y sus antecesoras) de las obligaciones y 
especificaciones diseñadas para prevenir que el confinamiento de residuos peligrosos cause 
daños a la salud humana y al medio ambiente, que se invocan en la petición. 27 
 
Los artículos 1 y 5 del ACAAN plantean, entre otras metas, mejorar la aplicación efectiva de la 
legislación ambiental, lograr niveles altos de protección del medio ambiente y de cumplimiento 
de las leyes de las Partes, así como promover la transparencia y la participación pública. La 
observancia y la aplicación efectiva de la legislación relacionada con la disposición final de 
residuos peligrosos y el acceso de los interesados a la información relativa a ello, a que se refiere 
esta petición, están directamente relacionados con dichas metas del ACAAN. El ulterior estudio 
de los asuntos planteados en esta petición contribuiría a su consecución. 
 
Con relación a los recursos disponibles conforme a la legislación de la Parte a los que se ha 
acudido, la Petición aborda este punto y muestra que se ha hecho un esfuerzo razonable para 
acudir a ellos.28 Los Peticionarios indican que han iniciado diversos procedimientos 
administrativos y judiciales y proporcionan copia de los siguientes: la denuncia popular del 11 de 
                                                                 
27 Veánse las páginas 7 a 9 y los anexos 5, 8, 13, 15, 17, 20 a 23, 25, 26, 30, 32, 40 y 41 de la petición. 
 
28 Véanse también los apartados 5.6(c) y 7.5 de las Directrices. 
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marzo de 1998;  la denuncia penal del 8 de diciembre de 1997, ampliada el 3 de diciembre de 
1998, con base en la cual se inició la averiguación previa penal número 56/98/H-11; la queja ante 
la Comisión Estatal de Derechos Humanos del 2 de mayo de 1987; los juicios de amparo 
números 85/98 ante el Juez Primero de Distrito del Estado de Sonora, número 386/2000, número 
679/99  y número 181/2000 (éste último concluido mediante sentencia en parte favorable al 
Peticionario), todos ante el Juez Tercero de Distrito del Estado de Sonora.29  
 
Finalmente, la Petición no parece basarse exclusivamente en noticias de los medios de 
comunicación, aunque los Peticionarios sí hacen referencia a algunas noticias de ese tipo.30 
 
Considerando en conjunto los factores del artículo 14(2) del ACAAN, el Secretariado determina 
que esta petición sí amerita solicitar una respuesta de la Parte. 
 
 
 
IV.   DETERMINACIÓN DEL SECRETARIADO 
 
El Secretariado determina que la Petición SEM-03-006 (Cytrar III), presentada por la Academia 
Sonorense de Derechos Humanos, A.C., et. al cumple con todos los requisitos contenidos en el 
artículo 14(1) del ACAAN. Asimismo, tomando en cuenta el conjunto de los criterios 
establecidos en el artículo 14(2) del ACAAN, el Secretariado determina que dicha petición 
amerita solicitar una respuesta a la Parte interesada, en este caso México, y así lo hace a través de 
esta Determinación.  
 
La Parte podrá proporcionar una respuesta dentro de los 30 días siguientes a la recepción de esta 
notificación, y en circunstancias excepcionales, dentro de los 60 días siguientes a ella, conforme 
a lo establecido en el artículo 14(3) del ACAAN. Dado que ya se ha enviado a la Parte interesada 
una copia de la petición y de los anexos respectivos, no se acompañan a esta Determinación. 
 
Por otra parte, se informa a los Peticionarios que su solicitud para que el Secretariado lleve a 
cabo un informe conforme al artículo 13 del Acuerdo, sería tomada en consideración una vez 
concluido el proceso conforme al artículo 14 del mismo. 
 
 
 
 
 
 
 
 
                                                                 
 
29 Véanse los anexos 5, 8, 12, 13, 15, 17, 27, 31 y 32 la petición. 
 
30 Véanse los anexos 22, 23, 33, 36, 40 y 41 de la petición. 
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Sometida respetuosamente a su consideración, el 29 de agosto de 2003. 
 
Secretariado de la Comisión para la Cooperación Ambiental 
 
 
 
 
 (firma en el original) 
por: Katia Opalka 

Oficial Jurídica 
Unidad sobre Peticiones Ciudadanas 

 
 
cc: Dra. Olga Ojeda , SEMARNAT 

Sra. Norine Smith, Environment Canada 
 Sra. Judith E. Ayres , US-EPA  
 Sr. Victor Shantora, Director Ejecutivo Interino de la CCA 
 Lic. Domingo Gutiérrez Mendívil, Academia Sonorense de Derechos Humanos 


